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capítulo 4
la aplicación de las normas y principios  
del derecho internacional humanitario  
en la planeación y ejecución de las operaciones 
militares contra los grupos armados  
organizados y las personas civiles  




En el año 2011 la Política Integral de Seguridad y Defensa 
para la Prosperidad (en adelante, pISdp) del primer mandato 
del presidente juan Manuel Santos Calderón (2010-2014) 
se fijó como objeto consolidar y fortalecer la seguridad y el 
control territorial que se había logrado durante el gobierno 
de Álvaro Uribe vélez mediante la ejecución de la Política 
de Seguridad (2002-2006) y de la Política de Consolidación 
Democrática (2006-2010). En este sentido, la pISdp tenía entre 
sus objetivos estratégicos continuar con el debilitamiento 
y la desarticulación de los grupos armados organizados 
al margen de la ley (en adelante, gaoml)1, las estructuras 
1 Las farc-ep y el elN se financian principalmente de actividades criminales como 
el narcotráfico, la extorsión, el secuestro extorsivo y la explotación ilegal de 
minerales y recursos naturales. 
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del crimen organizado (transnacional, nacional, regional y 
local) y las bandas criminales (en adelante, Bacrim)2. Por 
ejemplo, en el año 2012 las farc-ep se encontraban debilitadas 
estructuralmente por las acciones conjuntas y coordinadas 
de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional que habían 
logrado neutralizar a un número importante de sus inte-
grantes (incluidos miembros del Secretariado, cabecillas y 
numerosos mandos medios)3. En efecto, el debilitamiento 
2 Al respecto, las bandas criminales (Bacrim) son definidas como “estructuras 
delincuenciales nacionalmente desarticuladas, con un alto poder corruptor, 
intimidador y armado que han combinado la producción y comercialización 
de drogas con la afectación violenta de los derechos y las libertades de los 
ciudadanos en ciertas zonas rurales y en la periferia de algunos centros 
urbanos del país. La acción estatal coordinada contra estas organizaciones 
delincuenciales ha obligado a un número amplio de microestructuras a generar 
alianzas para garantizar su supervivencia, convirtiéndose en dinamizadores 
de fenómenos delincuenciales rurales y urbanos regionalizados. Estas 
organizaciones son, al mismo tiempo, los principales operadores de delitos 
como la extorsión, la microextorsión, el microtráfico, el hurto y la explotación 
ilegal de minerales y recursos naturales, y pretenden ejercer control territorial 
para garantizar las condiciones necesarias para el mantenimiento del negocio 
del narcotráfico” (Ministerio de Defensa Nacional, 2011, p. 17).
3 Por ejemplo, algunas operaciones militares exitosas contra las farc-ep entre 
los años 2002 y 2012 son las siguientes: (i) operación tH (recuperación de 
la zona de distensión en 2002); (ii) operación Libertad Uno (neutralización 
del denominado Plan Estratégico de las farc-ep en 2003); (iii) operación Sol 
Naciente (neutralización de tomás Medina Caracas, alias “el Negro Acacio”, 
cabecilla del Frente 16 de las farc-ep en 2007); (iv) operación Alcatraz 
(neutralización de Gustavo Rueda Díaz, alias “Martín Caballero”, cabecilla 
del Frente 37 y miembro del Estado Mayor Central de las farc-ep en 2007); 
(v) operación Fénix (neutralización de Luis édgar Devia Silva, alias “Raúl 
Reyes”, segundo en la estructura de mando de las farc-ep en 2008); (vi) 
operación jaque (rescate de 15 personas secuestradas por las farc-ep en 2008); 
(vii) operación Fuerte (neutralización del denominado Plan Renacer de las 
farc-ep y captura de Bernardo Mosquera Machado, alias “el Negro Antonio”, 
segundo cabecilla del Frente 42 en 2009); (viii) operación Camaleón (rescate 
de tres oficiales de la Policía Nacional y un suboficial del Ejército Nacional 
secuestrados por las farc-ep en 2010); (ix) operación Sodoma (neutralización 
de víctor julio Suárez Rojas, alias “jorge Briceño” o “el Mono jojoy”, cabecilla 
del Bloque oriental y miembro del Secretariado de las farc-ep en 2010); (x) 
operación odiseo (neutralización de Guillermo León Sáenz vargas, alias 
“Alfonso Cano”, máximo cabecilla e ideólogo de las farc-ep en 2011); (xi) 
operación Armagedón (neutralización de 35 guerrilleros del Bloque jorge 
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estratégico de las estructuras armadas de las farc-ep provocó 
su repliegue a las zonas más remotas del país para evitar 
un enfrentamiento directo con las Fuerzas Militares (en 
concreto, desmovilizaciones, capturas y muertes en combate 
de cabecillas, mandos medios y guerrilleros rasos). A pesar 
del debilitamiento estratégico de sus estructuras armadas, 
las farc-ep realizaron alianzas con organizaciones criminales 
dedicadas al narcotráfico y fortalecieron sus milicias y redes 
de apoyo para obtener información, reclutar ilícitamente y 
cometer actos terroristas contra la infraestructura crítica, 
entre otros (Ministerio de Defensa Nacional, 2011, p. 17).
En la pISdp se identificaron como amenazas reales y 
potenciales a la seguridad pública los grupos armados 
organizados al margen de la ley (farc-ep y elN), las milicias 
y redes de apoyo, las Bacrim y las estructuras del crimen 
organizado (transnacional, nacional, regional y local). La 
pISdp estableció una estrategia diferencial para enfrentar las 
amenazas reales y potenciales a la seguridad pública (Mi-
nisterio de Defensa Nacional, 2011, pp. 26-27). En las “zonas 
rojas”, la Fuerza Pública, mediante operaciones militares 
(conjuntas y coordinadas) y programas de acción integral, 
debía consolidar el control territorial y desarticular a los 
grupos armados organizados al margen de la ley (gaoml)4, 
conforme a las medidas implementadas en el marco de la 
Política de Seguridad Democrática (las amenazas son: farc-
ep, elN, Bacrim y narcotráfico). En las “zonas amarillas”, 
Briceño Suárez de las farc-ep en 2012); (xii) operación Faraón (neutralización 
de 33 guerrilleros del Frente 10 de las farc-ep en 2012).
4 Sobre el punto, el Ministerio de Defensa Nacional señala: “La transformación 
de las amenazas hace necesario intensificar el proceso de trabajo conjunto y 
coordinado de las Fuerzas Militares y la Policía Nacional para enfrentar los 
desafíos de mayor complejidad y fortaleza. Una revisión profunda de los 
roles y misiones de las Fuerzas y la Policía, para profundizar especialización 
y eliminar conflictivas duplicidades, se implementará al tiempo con la 
identificación de patrones que deben desmontarse y de cambios estructurales 
para incentivar esfuerzos conjuntos y coordinados que deben adoptarse” 
(Ministerio de Defensa Nacional, 2011, pp. 40-41).
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recuperadas de la violencia armada de los gaoml, el Estado 
debía reforzar su presencia institucional y crear condiciones 
para la gobernabilidad democrática a través de la Fuerza 
Pública, acción integral y cooperación internacional (siendo 
las amenazas: narcotráfico, estructuras del crimen organi-
zado, milicias y redes de apoyo). Por último, en las “zonas 
verdes”, consolidadas por la presencia del Estado y de la 
Fuerza Pública, se debía fortalecer la Policía Nacional en 
materia de tecnología, investigación criminal e inteligencia 
para crear condiciones óptimas de seguridad y conviven-
cia ciudadana (siendo las amenazas: delincuencia común, 
terrorismo y narcotráfico). 
Por su parte, la Política de Defensa y Seguridad “todos 
por un Nuevo País” (en adelante, pdStNp)5 del segundo 
mandato de juan Manuel Santos Calderón (2014-2018) 
estableció como objetivo general de las Fuerzas Militares 
y la Policía Nacional el de contribuir con sus capacidades 
operacionales y organizacionales a la terminación del con-
flicto armado interno, a la construcción de una paz estable 
y duradera, al desarrollo socioeconómico, a la defensa de 
los intereses nacionales y al mejoramiento de la seguridad 
pública y ciudadana (Ministerio de Defensa Nacional, 2016c, 
pp. 10-15). La pdStNp reiteró entre sus objetivos estratégi-
cos el debilitamiento y la desarticulación con un enfoque 
diferencial de los gaoml y de las estructuras del crimen 
organizado (transnacional, nacional, regional o local), los 
cuales continúan siendo una amenaza real y potencial a la 
seguridad pública (independientemente de la implemen-
tación del Acuerdo de Paz con las farc y de la negociación 
que adelanta actualmente el Gobierno Nacional con el elN)6. 
5 Al respecto, véase Plan Estratégico del Sector Defensa y Seguridad. Guía de 
Planeamiento Estratégico 2016-2018 (Ministerio de Defensa Nacional, 2016b).
6 Por ejemplo, el Presidente de la República, con base en el artículo 1 del 
Decreto 1386 del 26 de agosto de 2016, estableció a partir del día 29 de agosto 
a las 00:00 horas la aplicación del Cese al Fuego y de Hostilidades Bilateral 
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En este caso, los gaoml y las estructuras del crimen orga-
nizado (en algunos casos con control o presencia estable 
en un territorio) continúan financiándose principalmente 
mediante actividades criminales como el narcotráfico, el 
lavado de activos, el contrabando, la extorsión, el secuestro 
extorsivo y la explotación ilegal de minerales y recursos 
naturales (Ministerio de Defensa Nacional, 2016, pp. 10-
22). Por consiguiente, la pdStNp estableció como reto para 
la seguridad pública atacar: (i) las fuentes de financiación 
de las farc-ep y el elN, tales como el narcotráfico, la minería 
criminal, la extorsión y el secuestro extorsivo7; (ii) las alian-
zas de las farc-ep y el elN con organizaciones criminales; y, 
(iii) su eventual transformación en estructuras del crimen 
organizado (transnacional, nacional, regional o local). 
y Definitivo (cfhBd) entre el Gobierno Nacional y las farc. La aplicación del 
cfhBd en el marco del “Acuerdo Final para la terminación del conflicto y la 
construcción de una paz estable y duradera” comprende lo siguiente: (i) 
suspensión de las operaciones militares y de los operativos policiales contra 
los miembros de las farc-ep que participen en el proceso de paz y se encuentren 
en el marco de los procedimientos de aplicación del cfhBd; y (ii) creación del 
Mecanismo tripartito de Monitoreo y verificación (mm&v) del cfhBd y del 
proceso de dejación de armas (DA) de los miembros de las farc-ep, el cual 
estará conformado por miembros de la Fuerza Pública, de las farc-ep y de la 
oNu (misión política con observadores no armados, en su mayoría, de los países 
miembros de la Comunidad de Estados Latinoamericanos y Caribeños, celac). 
7 Así por ejemplo, el Ministerio de Defensa Nacional, mediante la Resolución 
3080 del 18 de abril de 2016, estableció la Estrategia de Lucha contra el 
Narcotráfico del Sector Defensa, la cual comprende: (i) erradicación integral 
de cultivos ilícitos; (ii) fortalecimiento de la interdicción integral marítima, 
fluvial, terrestre y aérea; (iii) investigación, judicialización, extinción del 
derecho de dominio y lavado de activos; (iv) prevención integral en la 
producción, tráfico, consumo de sustancias psicoactivas y provocación de 
entornos violentos; y, (v) cooperación internacional. Además, la Estrategia 
comprende la creación de cuatro “centros estratégicos operacionales integrales 
contra el narcotráfico” (ceo) en Caucasia, tumaco, San josé del Guaviare y 
Cúcuta, los cuales tienen por objeto implementar soluciones integrales a los 
problemas de producción, tráfico, distribución y consumo de drogas ilícitas en 
57 municipios de 11 departamentos del país (p. ej., programas de sustitución 
de cultivos y desarrollo alternativo, erradicación permanente de cultivos 
ilícitos y prevención integral).
220
En este orden de ideas, las estructuras del crimen or-
ganizado (transnacional, nacional, regional y local) y la 
delincuencia común deben ser combatidas por la Policía 
Nacional (no se excluye en algunos casos excepcionales la 
asistencia por parte de las Fuerzas Militares)8, de conformi-
dad con las normas y principios del derecho internacional 
de los derechos humanos (dIdh)9. Por su parte, las Fuerzas 
Militares deben enfrentar a los miembros de los gaoml con 
base en las normas y principios del derecho internacional 
humanitario (dIh), aplicables a situaciones de conflicto ar-
mado no internacional (en concreto, principios de distinción, 
precaución, proporcionalidad, necesidad militar, limitación 
y humanidad). Sin embargo, con respecto a las milicias y 
redes de apoyo de las farc-ep (no desmovilizadas) y el elN 
no es claro el régimen jurídico aplicable sobre el uso de la 
8 Por ejemplo, el Manual de Derecho operacional (1.ª ed., 2009) establecía 
que las Fuerzas Militares podrían apoyar de manera excepcional a la Policía 
Nacional en la lucha contra las bandas criminales (Bacrim). En efecto, cuando 
una Bacrim rebase la capacidad operativa de la Policía Nacional, el Director 
General de la Policía, los comandantes de Fuerza o división o sus equivalentes 
en la Fuerza Aérea y la Armada Nacional podrán solicitar al Grupo Asesor 
del Comando General de las Fuerzas Militares (en adelante, el Grupo Asesor) 
el apoyo militar para combatir a la misma. El Grupo Asesor analiza y evalúa 
la información de inteligencia contenida en la matriz de nivel de hostilidad 
y organización de las agrupaciones ilegales, la cual comprende estructura 
de mando, capacidad de planear, control territorial, capacidad de sostener 
combates, tipo de armas y uso de uniformes. El Grupo Asesor, con base en la 
mencionada información de inteligencia, autoriza o no el apoyo militar a la 
Policía Nacional en la lucha contra una Bacrim. Por último, el Grupo Asesor, 
en coordinación con el comandante de Policía, deberá establecer el tipo de 
operación (en escenarios de hostilidades o de mantenimiento de la seguridad) 
y las reglas de encuentro aplicables (régimen jurídico diferenciado sobre el 
uso de la fuerza, ya sea en dIh o dIdh) conforme a las circunstancias del caso 
concreto.
9 Por ejemplo, la Resolución 00448 del 19 de febrero de 2015 de la Dirección 
General de la Policía Nacional establece que el uso diferenciado y progresivo 
de la fuerza (presencia policial, comunicación y disuasión, fuerza física, armas 
no letales y armas de fuego) por parte de los miembros de la Policía Nacional 
dependerá del nivel de resistencia (pasiva o activa) de la persona intervenida 
en un procedimiento concreto (riesgo latente, cooperador, no cooperador, 
resistencia física, agresión no letal y agresión letal).
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fuerza por parte de la Fuerzas Militares (ya sea en el dIdh o 
el dIh). En este sentido, la Directiva Permanente 35 de octu-
bre de 2012 del Ministerio de Defensa Nacional estableció 
que las milicias de las farc-ep y el elN son redes de apoyo 
al terrorismo (rat)10. Las redes de apoyo al terrorismo (rat) 
son estructuras que sostienen el accionar criminal y terro-
rista de los gaoml11. De esta manera, las Fuerzas Militares 
y la Policía Nacional deben planear y ejecutar operaciones 
conjuntas y coordinadas contra las rat, de conformidad con 
“el dIdh y [el] dIh”12.
10 La Directiva Permanente 35 del 23 de octubre de 2012 del Ministerio de 
Defensa Nacional estableció la Estrategia Nacional contra las Redes de 
Apoyo al terrorismo (eNrat), en el marco de la Política Integral de Seguridad 
y Defensa para la Prosperidad (2010-2014) .
11 Sobre el tema, la Directiva Permanente 35 de 2012 dispone: “La Estrategia 
Nacional contra las rat, con fundamento en la caracterización de estas Redes 
como estructuras que soportan el accionar criminal de los Grupos Armados 
Ilegales que ejecutan actos de terrorismo (farc, elN y epl) hace énfasis en la 
importancia de la articulación entre las Fuerzas Militares y de Policía Nacional, 
con el fin de identificar, individualizar y judicializar los integrantes de las 
rat” (Ministerio de Defensa Nacional, 2012, p. 3). 
12 La Estrategia Nacional contra las Redes de Apoyo al terrorismo (eNrat) 
comprende los siguientes elementos: (i) prevención; (ii) inteligencia, a 
cargo del Centro Integrado de Inteligencia contra las Redes de Apoyo al 
terrorismo (CI2 rat a nivel central y regional), bajo la supervisión de la junta 
de Inteligencia Conjunta (jIc); y, (iii) investigación criminal, a cargo de los 
funcionarios de policía judicial de la Policía Nacional (en coordinación con la 
Fiscalía General de la Nación), con el apoyo del Centro Integrado de Monitoreo 
y Seguimiento de Investigación Criminal contra las Redes de Apoyo al 
terrorismo (cImSIrat a nivel central y regional). Asimismo, la eNrat se ejecutará 
en cinco zonas estratégicas de intervención (comprende departamentos y 
municipios priorizados), en las cuales los grupos armados organizados al 
margen de la ley (gaoml) ejercen su influencia (p. ej., zona 2, conformada 
por los departamentos del tolima, Huila, Caquetá y Putumayo). Las redes 
de apoyo al terrorismo (rat) en las cinco zonas estratégicas de intervención 
realizan, entre otras, las siguientes actividades delictivas: (i) tráfico ilegal de 
armas, municiones y explosivos, tráfico ilegal de sustancias estupefacientes y 
abastecimiento de provisiones (zona 1: Cundinamarca y Meta); (ii) secuestro 
y extorsión (zona 2: tolima, Huila, Caquetá y Putumayo); (iii) tráfico ilegal de 
armas, municiones y explosivos, tráfico ilegal de sustancias estupefacientes 
(zona 3: Cauca, valle y Nariño); (iv) secuestro y extorsión y tráfico ilegal de 
sustancias estupefacientes (zona 4: Chocó y Antioquia); (v) actos de violencia 
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El objetivo de la presente investigación consiste en res-
ponder la siguiente pregunta: ¿los miembros de las milicias 
y redes de apoyo de las farc-ep –no desmovilizados– y el 
elN pueden ser objeto de un ataque directo con fundamento 
en las normas y principios del dIh?13. En la primera parte 
se analizan los conceptos de función continua de combate 
y participación directa en las hostilidades, esto para esta-
blecer si los miembros de las milicias y redes de apoyo de 
las farc-ep (no desmovilizados) y el elN, a la luz del dIh, 
pueden o no ser objeto de un ataque directo por parte de la 
Fuerzas Militares. La segunda parte examina los manuales 
de derecho operacional de las Fuerzas Militares (2009; 2015) 
en relación con las directivas permanentes 15 y 16 de 2016 
del Ministerio de Defensa Nacional, sobre los elementos 
del dIh que permiten caracterizar y enfrentar a los grupos 
armados organizados (gao), y a las personas civiles que 
participen directamente en las hostilidades y mientras dure 
su participación.
1. grupoS armadoS orgaNIzadoS y perSoNaS cIvIleS 
que partIcIpaN dIrectameNte eN laS hoStIlIdadeS 
1.1. Función continua de combate
En el marco de un conflicto armado no internacional, los 
miembros de los gao tienen como función continua parti-
cipar directamente en las hostilidades (función continua 
de combate)14, lo cual no implica que tengan derecho al 
contra la Fuerza Pública y acciones extorsivas (zona 5: Norte de Santander y 
Arauca) (Directiva Permanente n.º 35 de 23 de octubre de 2012, p. 3).
13 Con independencia de la implementación del Acuerdo de Paz con las farc-ep, 
y de la negociación que adelanta actualmente el Gobierno Nacional con el 
elN. 
14 Al respecto, Melzer (2010, pp. 33-34) señala: “El criterio decisivo para que 
exista la calidad de miembro en un grupo armado organizado es que una 
persona asuma una función continua para el grupo y que esa comprenda su 
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estatuto de combatiente y prisionero de guerra (p. ej., el 
derecho a participar directamente en las hostilidades con 
inmunidad en el derecho penal interno por actos de gue-
rra lícitos), el cual se aplica únicamente en situaciones de 
conflicto armado internacional (Melzer, 2010, pp. 33-34). De 
esta manera, las personas que realizan una función continua 
de preparación o ejecución de actos hostiles, en nombre de 
un grupo armado organizado, están participando directa-
mente en las hostilidades (p. ej., cuando miembros de un 
gao realizan una emboscada contra una patrulla militar). 
Asimismo, las personas reclutadas, instruidas, entrenadas 
y equipadas por los gao para participar directamente en la 
conducción de hostilidades cumplen una “función continua 
de combate”, independientemente de la realización o no de 
un acto hostil contra una parte en conflicto (en particular, 
Fuerzas Armadas u otro gao). 
En la práctica, los grupos armados organizados no sola-
mente están conformados por “combatientes”15 cuya función 
continua es participar directamente en las hostilidades (fun-
ción continua de combate), sino además por personas civiles 
que les prestan continuamente apoyo en aspectos políticos, 
económicos y logísticos (p. ej., reclutadores, financiadores 
y propagandistas). Sin embargo, en el marco del dIh las 
personas civiles que colaboran continuamente en aspectos 
políticos, económicos y logísticos, en principio, no pueden 
ser consideradas miembros de un gao, salvo si su función 
participación directa en las hostilidades (en adelante, ‘función continua de 
combate’). La función continua de combate no conlleva de jure que se tiene 
derecho al privilegio del combatiente, sino que distingue a los miembros 
de las fuerzas combatientes organizadas de una parte no estatal de las 
personas civiles que participan directamente en las hostilidades solo de 
forma espontánea, esporádica o no organizada o que asumen funciones 
exclusivamente políticas, administrativas o cualquier otra función que no 
sea de combate”. En igual sentido, ver Comité Internacional de la Cruz Roja 
(2016, pp. 154-155).
15 El concepto de combatiente como categoría jurídica solo existe en los conflictos 
armados internacionales.
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comprende participar directamente en la conducción de las 
hostilidades y mientras dure su participación (esporádica, 
temporal o espontánea)16. En otras palabras, las personas ci-
viles que apoyan de manera continua a los grupos armados 
organizados en aspectos políticos, económicos y logísticos se
encuentran protegidas contra los ataques directos (no es 
excluyente que en razón de sus actividades y su ubicación 
puedan resultar muertos o heridos de forma incidental), 
salvo si participan directamente en las hostilidades y mien-
tras dure su participación (Melzer, 2010, p. 35).
En consecuencia, las personas civiles que participan in-
directamente en las hostilidades no pueden ser objeto de un 
ataque directo (en concreto, las personas civiles que partici-
pan en el esfuerzo general de guerra o en las actividades de 
apoyo a la guerra). En este sentido, el Comité Internacional 
de la Cruz Roja (en adelante, cIcr) considera que el esfuerzo 
general de guerra y las actividades de apoyo a la guerra 
hacen parte del concepto de participación indirecta en las 
hostilidades, ya que tienen por objeto mantener o fortalecer 
la capacidad para causar daño al adversario (Melzer, 2010, 
pp. 51-53). El esfuerzo general de guerra comprende las 
actividades que objetivamente contribuyen a la derrota del 
adversario (p. ej., fabricación de armas, municiones y equi-
pos militares). Por su parte, el apoyo a la guerra se refiere a 
actividades políticas, económicas o propagandísticas como 
parte del esfuerzo general de guerra (p. ej., propaganda 
política, transacciones financieras o producción industrial 
no militar). 
16 Sobre el tema, Melzer (2010, p. 34) manifiesta: “Las personas que acompañan 
o apoyan continuamente a un grupo armado organizado, pero cuya función 
no conlleve una participación directa en las hostilidades, no son miembros 
de ese grupo en el sentido del dIh (…) Por lo tanto, reclutadores, formadores, 
financieros y propagandistas pueden contribuir de forma continua al esfuerzo 
general de guerra de una parte no estatal, pero no son miembros de un grupo 
armado organizado de esa parte, salvo si su función comprende actividades 
que signifiquen una participación directa en las hostilidades”.
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1.2. Participación directa en las hostilidades
En el contexto de un conflicto armado no internacional las 
personas civiles (no pertenecen a las Fuerzas Armadas o a 
los grupos armados organizados) se encuentran protegi-
das contra los ataques directos (actos de violencia contra 
el adversario, ya sean ofensivos o defensivos)17, salvo si 
participan directamente en las hostilidades y mientras dure 
su participación (esporádica, temporal o espontánea)18. La 
noción de participación directa en las hostilidades com-
prende actos hostiles específicos ejecutados por personas 
civiles, en el marco de la conducción de hostilidades, y en 
nombre de una parte en conflicto (independientemente de 
su estatuto, función o afiliación)19. Asimismo, la preparación, 
el despliegue al lugar de ejecución de la acción y su regreso 
tras la materialización de la misma20 son parte integrante 
de un acto hostil específico de participación directa en las 
hostilidades (en concreto, el acto hostil especifico deberá 
cumplir con el umbral de daño, la causalidad directa y el nexo 
beligerante). Según el cIcr, los siguientes actos en el marco 
17 Los ataques son actos de violencia contra el adversario, ya sean ofensivos o 
defensivos, conforme al artículo 49.1 del Protocolo I Adicional a los Convenios 
de Ginebra.
18 Al respecto, véase Comité Internacional de la Cruz Roja (2016, pp. 162-168).
19 Sobre el punto, Melzer (2010, p. 45) manifiesta: “La noción de participación 
directa en las hostilidades se refiere a actos hostiles específicos ejecutados 
por personas como parte de la conducción de hostilidades entre partes 
en un conflicto armado. Debe ser interpretada de la misma forma en 
situaciones de conflicto armado internacional y no internacional. Los términos 
convencionales de ‘directa’ y ‘activa’ indican la misma calidad y grado de 
participación individual en las hostilidades”. 
20 Al respecto, Melzer (2010, p. 67) señala: “Un despliegue que se considera una 
participación directa en las hostilidades comienza solo una vez que la persona 
que se despliega emprende un desplazamiento físico con el fin de llevar a cabo 
una operación concreta. El regreso después de ejecutar un acto hostil específico 
termina una vez que la persona en cuestión se ha separado físicamente de la 
operación, por ejemplo, deponiendo, almacenando o escondiendo las armas 
u otro equipamiento utilizado y reanudando actividades diferentes a las de 
la operación”.
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de la conducción de hostilidades pueden ser considerados 
como medidas preparatorias para la realización de un acto 
hostil específico: (i) instrucción, equipamiento y transporte 
de personal; (ii) recopilación de información de inteligen-
cia; y, (iii) preparación, transporte y colocación de armas y 
equipamiento (Melzer, 2010, pp. 66-67). Por consiguiente, 
la preparación de un acto hostil específico constituye una 
participación directa en las hostilidades (p. ej., embarcar 
bombas en una aeronave para atacar directamente un ob-
jetivo militar, en una zona de hostilidades, constituye una 
medida preparatoria de un acto hostil específico). 
Por su parte, el cIcr ha señalado que un acto específico, 
para ser considerado como participación directa en las 
hostilidades, deberá cumplir con los siguientes requisitos 
acumulativos: (i) umbral de daño probable respecto al acto 
específico; (ii) causalidad directa entre el acto específico y el 
daño probable; y, (iii) nexo beligerante entre el acto especí-
fico y la conducción de hostilidades entre las partes en un 
conflicto armado. En primer lugar, el umbral de daño exige 
que el acto específico tenga probabilidades de perjudicar las 
operaciones militares o la capacidad militar de una parte 
en un conflicto armado, o de causar muertos, heridos o 
daños a las personas o bienes protegidos por el dIh contra 
los ataques directos (Melzer, 2010, pp. 46-50). 
En otras palabras, la evaluación del umbral de daño no 
exige necesariamente su materialización, sino que el acto es-
pecífico tenga la probabilidad objetiva de ocasionar un daño 
en las operaciones militares o en la capacidad militar de una 
parte en conflicto, o causar muertos, heridos o destrucción 
a personas o bienes protegidos por el dIh, conforme a las 
circunstancias del caso concreto21 (p. ej., ataques contra una 
21 Al respecto, Melzer (2010, p. 47) expresa: “La calificación de un acto como 
participación directa no requiere la materialización del daño que alcance 
ese umbral sino simplemente la probabilidad objetiva de que el acto tenga 
como consecuencia ese daño. Por lo tanto, la determinación del umbral 
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red informática militar, ataques de francotiradores contra 
personas civiles o bombardeos contra bienes de carácter 
civil). En segundo lugar, la relación de causalidad directa 
exige que el daño pueda ser ocasionado al adversario en 
una sola secuencia causal (Melzer, 2010, p. 53). En efecto, 
cuando la actividad realizada por una persona civil hace 
parte integrante de una operación militar específica, cuyo 
objetivo principal sea ocasionar directamente (en una sola 
secuencia causal) un daño al adversario, deberá ser conside-
rada una participación directa en las hostilidades22 (p. ej., la 
persona civil que recluta y entrena a otras para realizar un 
acto hostil previamente establecido contra el adversario, o 
la persona civil que transmite información de inteligencia 
para la ejecución de una operación militar de asalto aéreo). 
Por último, el acto específico con probabilidad de causar 
directamente un daño deberá realizarse en apoyo de una 
parte en conflicto y en desmedro de otra, para ser considerado 
como una forma de participación directa en las hostilida-
des23, conforme a las normas y principios del dIh (Melzer, 
2010, pp. 59-64). Por el contrario, el acto de violencia que no 
correspondiente debe basarse en el ‘daño probable’, es decir, en el daño que 
razonablemente se puede esperar que un acto tenga como consecuencia en 
las circunstancias del caso”.
22 Sobre el punto, Melzer (2010, pp. 54-55) manifiesta: “De forma más precisa, 
cuando un acto específico no causa directamente por sí mismo el umbral 
exigido de daño, se seguiría cumpliendo el requisito de causalidad directa 
cuando el acto constituya parte integrante de una operación táctica concreta 
y coordinada que cause directamente ese daño. Ejemplos de esos actos 
incluirían, entre otros, la identificación y señalamiento de objetivos, el análisis 
y la transmisión de información de inteligencia a las fuerzas de asalto, y la 
instrucción y la asistencia que se da a las tropas para la ejecución de una 
operación militar específica”.
23 Al respecto, Melzer (2010, pp. 58-59) expresa: “En otras palabras, para que 
llegue a haber una participación directa en las hostilidades, no solo debe ser 
probable objetivamente, que un acto causará el daño que cumple con los dos 
primeros criterios, sino también que el propósito específico del acto debe ser 
causar directamente el umbral exigido de daño en apoyo de una parte en 
conflicto y en menoscabo de otra (nexo beligerante)”.
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tiene por objeto ocasionar directamente un daño en apoyo 
de una parte en conflicto y en menoscabo de otra, no puede 
ser considerado como una forma de participación directa en 
las hostilidades (p. ej., cuando unos delincuentes comunes 
hurtan armas, municiones y equipo militar para venderlas 
a organizaciones criminales que no tienen relación alguna 
con las partes en conflicto armado).
En este orden de ideas, la persona civil que participe 
directamente en las hostilidades y mientras dure su parti-
cipación puede ser objeto de un ataque directo por parte de 
las Fuerzas Armadas, conforme a las normas y principios 
del dIh24. En este caso, las Fuerzas Armadas deberán adop-
tar todas las precauciones factibles para verificar, antes y 
durante la realización de un ataque directo, si su objetivo es 
o no una persona civil que está participando directamente 
en las hostilidades (Melzer, 2010, pp. 74-76). En caso afirma-
tivo, podrán atacar a la persona civil que está participando 
directamente en las hostilidades y mientras dure su parti-
cipación (salvo que la persona civil se encuentre fuera de 
combate por cualquier causa). Sin embargo, en caso de duda 
sobre si la conducta de la persona puede ser considerada 
una participación directa en las hostilidades, las Fuerzas 
Armadas deberán presumir que se encuentra protegida 
contra los ataques directos (Melzer, 2010, p. 76). Además, 
las Fuerzas Armadas cuando adviertan en la ejecución de 
un ataque directo que la persona se encuentra protegida 
(p. ej., cuando la persona no participa directamente en 
las hostilidades), o fuera de combate por cualquier causa 
(p. ej., cuando la persona se encuentra capturada, herida, 
naufragada, enferma o manifiesta claramente su intención 
de rendirse) deberán suspender o anular el mismo (en este 
24 Los ataques son actos de violencia contra el adversario, ya sean ofensivos o 
defensivos, conforme al artículo 49.1 del Protocolo I Adicional a los Convenios 
de Ginebra.
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caso, la decisión de suspender o anular un ataque directo 
deberá adoptarse de buena fe y conforme a la información 
razonable de que pueda disponerse en las circunstancias 
del caso concreto).
Por último, el dIh no regula de manera expresa el tipo y 
grado de fuerza a emplear por parte de las Fuerzas Armadas 
contra una persona civil que participa directamente en las 
hostilidades y mientras dure su participación, o contra un 
miembro de un gao (los cuales son considerados a la luz 
del dIh como objetivos militares legítimos). Sin embargo, el 
tipo y grado de fuerza a emplear contra un objetivo militar 
legítimo debe determinarse mediante la ponderación de los 
principios de necesidad militar (uso de la fuerza necesaria 
para lograr el objetivo militar legítimo) y humanidad (prohi-
bición de causar sufrimientos, heridas o daños innecesarios 
para alcanzar el objetivo militar legítimo), de conformidad 
con las circunstancias del caso concreto (Melzer, 2010, pp. 
78-79). En efecto, el cIcr considera que el tipo y grado de 
fuerza a emplear contra una persona civil que participa 
directamente en las hostilidades y mientras dure su parti-
cipación, o contra un miembro de un gao (función continua 
de combate), no debe ser excesivo en relación con lo que 
efectivamente sea necesario para alcanzar el objetivo militar 
legítimo, conforme a las circunstancias del caso concreto 
(Melzer, 2010, p. 77). Por ejemplo, cuando un cabecilla de 
un gao deja temporalmente su arma, uniforme y signos 
distintivos para visitar a un familiar en una zona controlada 
por las Fuerzas Armadas no recupera la protección como 
persona civil contra los ataques directos; no obstante, las 
Fuerzas Armadas, conforme a las circunstancias fácticas del 
caso, podrán capturarlo sin hacer uso de la fuerza letal25 (en 
25 Al respecto, Melzer (2010, p. 82) indica: “En resumen, aun cuando difícilmente 
podría exigirse a las fuerzas operativas que corran riesgos adicionales para 
ellos o para la población civil con el objeto de capturar a un adversario armado 
con vida, sería contrario a las nociones básicas de humanidad matar a un 
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concreto, el comandante de una operación militar, con base 
en los principios de necesidad militar y humanidad, debe-
rá elegir el tipo y grado de fuerza necesaria para lograr el 
objetivo militar legítimo, en relación con las circunstancias 
del caso). 
2. maNualeS de derecho operacIoNal  
y dIrectIvaS del mINISterIo de defeNSa NacIoNal
2.1. Manuales de derecho operacional 
El derecho operacional comprende las normas y principios 
del dIh y el dIdh que orientan la planeación, ejecución y 
evaluación de las operaciones de las Fuerzas Militares26. En 
este sentido, el Manual de Derecho operacional (Comando 
General de las Fuerzas Militares, 2009) establece de manera 
adversario o abstenerse de darle la oportunidad de deponer las armas cuando 
es evidente que no hace falta el uso letal de la fuerza. En estas situaciones, 
los principios de necesidad militar y de humanidad son importantes para 
determinar el tipo y el grado de fuerza que estaría permitido utilizar contra 
objetivos militares legítimos”.
26 En el año 2008 la Política Integral de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario del Ministerio de Defensa Nacional estableció 
cinco líneas de acción: (i) fortalecer la instrucción y el entrenamiento de los 
oficiales, suboficiales, soldados, policías y civiles en materia de derechos 
humanos y dIh respectivamente (p. ej., los programas educativos en materia 
de derechos humanos y dIh en las escuelas de formación, capacitación y 
centros de instrucción y entrenamiento de las Fuerzas Militares); (ii) fortalecer 
la disciplina operacional con base en una asesoría jurídica especializada en 
derechos humanos y dIh y en un sistema interno de controles y sanciones 
(p. ej., los inspectores delegados en las unidades operativas mayores de 
las Fuerzas Militares respecto a las presuntas violaciones a los derechos 
humanos y al dIh); (iii) garantizar la atención y protección adecuada de 
los grupos especiales (p. ej., niños, niñas, adolescentes, mujeres, adultos 
mayores, indígenas, afrodescendientes, periodistas, sindicalistas, desplazados 
y defensores de derechos humanos); (iv) establecer una defensa técnica y 
especializada para los miembros de la Fuerza Pública; y, (v) fortalecer la 
cooperación interinstitucional entre la justicia penal militar y la jurisdicción 
ordinaria (en concreto, la Fiscalía General de la Nación y el Cuerpo técnico 
de Investigación). 
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general dos tipos de operaciones militares con un régimen 
jurídico diferenciado sobre el uso de la fuerza, ya sea en el 
dIh o en el dIdh (reglas de enfrentamiento o encuentro)27. 
De una parte, las operaciones en situaciones de conducción 
de hostilidades con base en el dIh (operaciones ofensivas) 
27 Sobre el tema, el Manual de Derecho operacional (1.ª ed., 2009) dispone: “Los 
comandantes militares planearán sus operaciones de conformidad con los 
tipos de operaciones autorizados por el superior jerárquico. La autorización 
de las rde corresponde al superior jerárquico del comandante que planea 
la operación: las rde se derivan del tipo de operación, que responde a la 
amenaza, y no al lugar o territorio en donde se lleven a cabo” (Comando 
General de las Fuerzas Militares, 2009, pp. 110-111). Por ejemplo, el Comando 
General de las Fuerzas Militares, mediante la Disposición 012 del 5 de 
marzo de 2007, estableció las reglas de enfrentamiento en la conducción
 de las operaciones militares. Las reglas de enfrentamiento son un conjunto de 
disposiciones emitidas por el Comandante General de las Fuerzas Militares 
sobre el uso de la fuerza en la planeación y ejecución de las operaciones mi-
 litares. Las reglas de enfrentamiento, con fundamento en el dIh, son las 
siguientes: (i) proteger en todo momento a la población civil y a las personas ci-
 viles, sin distinción alguna por motivos de raza, sexo, cultura, religión, 
posición económica, opinión política, filosófica o cualquier otro criterio 
análogo; (ii) respetar los bienes ajenos y la propiedad privada (en concreto, 
los bienes muebles que se encuentren en la ejecución de las operaciones 
militares deberán ser reportados al respectivo comandante y puestos a 
disposición de la autoridad judicial competente); (iii) respetar en todo 
momento los bienes de carácter civil, tales como bienes culturales, escuelas, 
lugares de culto, viviendas, instalaciones sanitarias y bienes indispensables 
para la supervivencia de la población civil; (iv) respetar las actividades de 
asistencia humanitaria del cIcr, de la oNu o de otras organizaciones legalmente 
constituidas; (v) emplear las armas de fuego contra los objetivos militares 
legítimos (personas y bienes debidamente ubicados e identificados), con base 
en la orden impartida por su comandante; (vi) respetar la dignidad, la vida 
y la integridad personal del adversario (en particular, cuando el adversario 
se encuentra fuera de combate por cualquier causa, como rendición, lesión, 
enfermedad o captura); (vii) emplear únicamente la fuerza necesaria para 
el cumplimiento de la misión; y, (viii) informar a sus superiores respecto al 
incumplimiento de cualquiera de estas reglas por parte de sus compañeros, 
subalternos o comandante inmediato. En consecuencia, los comandantes de 
fuerza, de comandos conjuntos y de unidades operativas (mayores, menores 
y tácticas), con base en la Directiva 012 de 2007, deberán implementar las 
reglas de enfrentamiento en la conducción de operaciones militares, de 
conformidad con su misión constitucional (en concreto, la defensa de la 
soberanía, la independencia, la integridad del territorio nacional y del orden 
constitucional). 
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y, de otra parte, las operaciones para el mantenimiento de 
la seguridad con fundamento en el dIdh (operaciones de 
control militar de área y de lucha contra el narcotráfico)28. 
En efecto, la orden de operaciones y las reglas de enfren-
tamiento sobre el uso de la fuerza (rde)29 constituyen los 
instrumentos adecuados para garantizar el respeto del dIdh 
y el dIh en la planeación y ejecución de las operaciones por 
parte de las Fuerzas Militares30 (en concreto, la orden de 
operaciones comprende la misión, la intención del coman-
dante, el concepto, la maniobra, el tipo de operación militar 
y las reglas de enfrentamiento)31. 
28 Sobre el tema, el artículo 9 de los Principios Básicos sobre el Empleo de la 
Fuerza y de Armas de Fuego por los Funcionarios Encargados de Hacer 
Cumplir la Ley establece los casos en los cuales se puede hacer uso excepcional 
de la fuerza letal: (i) defensa propia o de otras personas; (ii) peligro inminente 
de muerte o lesiones graves; (iii) con el propósito de evitar la comisión de un 
delito particularmente grave que entrañe una seria amenaza para la vida; (iv) 
con el objeto de detener a una persona que represente ese peligro y oponga 
resistencia a su autoridad, o para impedir su fuga, y solo en caso de que 
resulten insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos objetivos 
(Principios Básicos sobre el Empleo de la Fuerza y de Armas de Fuego por los 
Funcionarios Encargados de Hacer Cumplir la Ley. Adoptados por el octavo 
Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y tratamiento 
del Delincuente, celebrado en La Habana, Cuba, del 27 de agosto al 7 de 
septiembre de 1990). 
29 Al respecto, la Política Integral de Derechos Humanos y Derecho Internacional 
Humanitario determina: “Las Reglas de Enfrentamiento (rde) son un conjunto 
de normas sencillas que integran las obligaciones de ddhh y dIh al lenguaje 
operacional, establecen las circunstancias en que se pueden entablar combate 
y delimitan así el uso de la fuerza” (Ministerio de Defensa Nacional, 2008, p. 
45). 
30 Las directivas permanentes reservadas 17, 22 y 32 de 2009 del Ministerio 
de Defensa Nacional respecto a las reglas de enfrentamiento para el 
combate terrestre (tarjeta roja) y la conducción de operaciones terrestres de 
mantenimiento de la seguridad (tarjeta azul). 
31 Sobre el punto, la Política Integral de Derechos Humanos y Derecho 
Internacional Humanitario establece: “El corazón de toda operación es la 
orden de operaciones: establece la misión, la intención del comandante, el 
concepto, la maniobra, las instrucciones de coordinación, etc. Es el enlace entre 
el concepto y la realidad operacional, y por tanto el instrumento que mejor 
puede asegurar el respeto de los ddhh y el dIh (…) La orden de operaciones 
incorpora las directrices que para esa operación en particular determinan las 
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El Manual de Derecho operacional (Comando General 
de las Fuerzas Militares, 2009), con fundamento en la juris-
prudencia de la Corte Constitucional y del tribunal Penal 
Internacional para la Antigua yugoslavia, reitera los ele-
mentos objetivos para declarar la existencia de un conflicto 
armado no internacional, conforme a las normas y principios 
del dIh32. Dichos elementos son: (i) nivel de intensidad de 
la violencia, y (ii) nivel de organización del grupo armado. 
El cumplimiento de los elementos objetivos justifica el uso 
de la fuerza (como primera opción) con base en el dIh por 
parte de las Fuerzas Militares. En efecto, la planeación y 
ejecución de las operaciones militares con fundamento en 
el dIh debe ser compatible con los principios de distinción, 
precaución, proporcionalidad, necesidad militar, limitación y 
humanidad33. En otras palabras, las normas y principios del 
dIh deben ser tenidas en cuenta por los comandantes, estados 
mayores y asesores jurídicos operacionales al momento de 
planear y ejecutar una operación militar contra un gao o 
contra una persona civil que participe directamente en las 
hostilidades y mientras dure su participación (en concreto, 
la evaluación de la aplicación de las normas y principios 
del dIh deberá ser consignada expresamente en la orden de 
operaciones)34. Por consiguiente, al momento de planear y 
limitaciones en el uso de la fuerza. Es decir, establece las reglas de enfrentamiento 
(rde) que le indican al soldado en qué circunstancias puede iniciar un ataque 
o responder al enemigo” (Ministerio de Defensa Nacional, 2008, p. 26).
32 En igual sentido, ver Centro de Doctrina del Ejército (2016e, pp. 2-9).
33 Sobre el tema, véase Comité Internacional de la Cruz Roja (2016, pp. 152-187). 
En igual sentido, ver Centro de Doctrina del Ejército (2016e, pp. 2-9).
34 El asesor jurídico operacional tiene como función principal asesorar a los 
comandantes militares en la planeación, ejecución y evaluación de las 
operaciones militares, de conformidad con el derecho operacional, el dIh y 
el dIdh (p. ej., definición del objetivo militar legítimo y de la ventaja militar 
concreta y directa prevista). El concepto del asesor jurídico operacional no 
es vinculante para el comandante militar (en concreto, el análisis jurídico 
operacional o matriz de viabilidad jurídica operacional como anexo a la orden 
de operaciones), el cual es el único responsable de la planeación y ejecución 
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ejecutar una operación militar en situación de conducción 
de hostilidades se deberá tener en cuenta: (i) la prohibición 
de ataques indiscriminados y personas especialmente pro-
tegidas (en concreto, personal sanitario, personal religioso, 
personal de socorro humanitario y periodistas)35; (ii) las 
precauciones en el ataque y contra los efectos del ataque 
(p. ej., adoptar medidas adecuadas y eficaces para evitar 
el desplazamiento de la población civil); (iii) la limitación 
de los medios (armas) y métodos (tácticas) de combate (p. 
ej., prohibición de municiones en racimo, balas explosivas, 
balas expansivas y minas antipersonal); y, (iv) la evaluación 
de la contribución efectiva del objetivo a la acción militar36. 
Por otra parte, el Manual de Derecho operacional (Co-
mando General de las Fuerzas Militares, 2009) establece la 
de la respectiva operación militar, ya sea en un escenario de hostilidades o 
para el mantenimiento de la seguridad. 
35 Las directivas permanentes del Ministerio de Defensa Nacional relacionadas 
con la promoción y protección de los derechos humanos son, entre otras, 
las siguientes: (i) Directiva 09 del 8 de julio de 2003 (política de promoción 
y protección de los derechos humanos de los trabajadores, sindicalistas y 
defensores de derechos humanos); (ii) Directiva 09 del 26 de abril de 2005 
(política de protección y prevención de las situaciones de desplazamiento 
forzado por la violencia); (iii) Directiva 01 del 14 de marzo de 2007 (protocolo 
de seguridad y protección en los procesos de retorno o reubicación de las 
personas en situación de desplazamiento forzado por la violencia); (iv) 
Directiva 06 del 6 de abril de 2006 (política de prevención y colaboración con 
las autoridades judiciales en la investigación del delito de desaparición forzada 
de personas); (v) Directiva 16 del 30 de octubre de 2006 (política de prevención 
y protección de los derechos humanos de las comunidades indígenas); (vi) 
Directiva 13 del 22 de junio de 2007 (instrucciones sobre la ejecución del 
programa de la Red de Cooperantes por parte de la Fuerza Pública); (vii) 
Directiva 07 del 16 de mayo de 2007 (política de prevención y protección de 
los derechos humanos de las comunidades negras, afrocolombianas, raizales y 
palanqueras); (viii) Directiva 10 del 6 de junio de 2007 (política de prevención 
de los homicidios en persona protegida); (ix) Directiva 19 del 2 de noviembre 
de 2007 (instrucciones sobre la ejecución de la Directiva 10 de 2007 sobre la 
prevención de los homicidios en persona protegida); (x) Directiva 300-28 del 
20 de noviembre de 2007 (análisis, diagnóstico y medición de los resultados 
operacionales de las Fuerzas Militares en el marco de la Política de Seguridad 
Democrática). 
36 En igual sentido, ver Comando General de las Fuerzas Militares (2015, p. 36). 
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aplicación modulada del principio de necesidad militar, 
según el cual únicamente se empleará la fuerza necesaria 
para cumplir con los objetivos militares legítimos37. En este 
caso, se introduce un elemento del dIdh (uso de la fuerza 
solo cuando sea estrictamente necesario) al momento de 
evaluar el principio de necesidad militar en el marco del 
dIh. En otras palabras, los miembros de las Fuerzas Milita-
res en el marco del dIh pueden hacer uso de la fuerza solo 
cuando sea estrictamente necesario para el cumplimiento 
de objetivos militares legítimos (p. ej., grupos armados or-
ganizados y personas civiles que participen directamente 
en las hostilidades y mientras dure su participación). Así, 
verbigracia, cuando en la conducción de una operación 
militar es posible desmovilizar o capturar al adversario (en 
concreto, son medidas menos lesivas para la consecución de 
una ventaja militar concreta y directa prevista)38, en lugar de 
ocasionar su muerte en combate (en particular, los miembros 
de las Fuerzas Militares emplearán la fuerza solo cuando 
sea estrictamente necesario). En este sentido, la Directiva 
300-28 del 20 de noviembre de 2007 del Comando General 
de las Fuerzas Militares estableció que los miembros de las 
Fuerzas Militares deberán privilegiar cuando sea posible 
la desmovilización o captura de un integrante de un gao, 
o de una persona civil que participa directamente en las 
hostilidades, en lugar de ocasionar su muerte en combate 
37 Sobre el punto, el Manual de Derecho operacional (1.ª ed.) establece: “Sólo 
se empleará la fuerza necesaria para cumplir con los propósitos militares; 
cualquier uso de la fuerza que sobrepase ese objetivo va en contravía de la 
necesidad militar” (Comando General de las Fuerzas Militares, 2009, p. 88).
38 Sobre el tema, el Manual de Derecho operacional (1.ª ed., 2009) dispone: 
“Si las circunstancias le permiten al soldado desmovilizar o capturar al 
enemigo, en lugar de darle muerte en combate, la orden es hacerlo. Es decir, 
la necesidad militar que justifique un ataque a la persona puede existir, pero 
si hay medidas menos lesivas deben adoptarse. De esa manera se alcanzan los 
objetivos tácticos y se contribuye al Fortalecimiento del Estado de Derecho e 
incluso la reconciliación” (Comando General de las Fuerzas Militares, 2009, 
p. 89). 
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(salvo cuando se trate de muertes en combate de cabecillas, 
las cuales tienen una mayor valoración en la medición del 
impacto de los resultados operacionales)39.
Posteriormente, el Manual de Derecho operacional 
(Comando General de las Fuerzas Militares, 2015) esta-
bleció como regla general la aplicación de las normas y 
principios del dIh en la planeación, ejecución y evaluación 
de las operaciones militares40 (y excepcionalmente el dIdh)41. 
De esta manera, los comandantes militares, con base en la 
información de inteligencia, establecen el tipo de opera-
ción militar y las reglas sobre el uso de la fuerza42. En este 
sentido, el Manual de Derecho operacional (Comando 
39 El literal b del artículo 3 de la Directiva Permanente 300-28 de 2007 reza: “El 
Comando General de las Fuerzas Militares, a través de los Comandos de 
Fuerza y Comandos Conjuntos, dispone a partir de la fecha, privilegiar como 
medición de los resultados operacionales las desmovilizaciones colectivas e 
individuales sobre las capturas y de éstas sobre las muertes en combate, dar 
mayor valoración a las muertes en combate cuando se trate de cabecillas, 
contribuyendo de manera eficaz a los objetivos de la Política de Seguridad 
Democrática[,] y realizar el análisis de los resultados operacionales alcanzados 
y sus efectos en los campos del poder político, económico, social y militar, 
mediante el balance operacional que permita demostrar la efectividad y 
contundencia de la capacidad operacional de las Fuerzas Militares en la 
defensa, protección y garantía de los derechos humanos y en la aplicación y 
respeto de la normatividad humanitaria” (Comando General de las Fuerzas 
Militares, 2007, Directiva Permanente 300-28 de 20 de noviembre, pp. 5-6).
40 Por ejemplo, el artículo 18 de la Ley 1862 del 4 de agosto de 2017, “Por la 
cual se establecen las normas de conducta del militar colombiano y se expide 
el Código Disciplinario Militar”, establece: “Normas de conducta frente al 
Derecho Internacional Humanitario. El militar conocerá, difundirá y aplicará 
en el transcurso de cualquier conflicto armado, los convenios internacionales 
ratificados por Colombia relativos al alivio de la suerte de heridos, enfermos o 
náufragos de las fuerzas armadas, al trato a los prisioneros y a la protección de 
las personas civiles, así como los relativos a la protección de bienes culturales 
y a la prohibición o restricciones al empleo de ciertas armas”.
41 Sobre el punto, el Manual de Derecho operacional (2.ª ed.) dispone: “Este 
monopolio de uso legítimo de la fuerza que ostentan las ff.mm., debe ser 
sustentado en el ambiente y contexto en que se conduzcan las operaciones 
militares, es decir, dentro de un marco del uso de la fuerza en dIh o 
excepcionalmente en el marco del dIdh” (Comando General de las Fuerzas 
Militares, 2015, p. 20). 
42 En igual sentido, ver Centro de Doctrina del Ejército (2016e, p. 9).
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General de las Fuerzas Militares, 2015, pp. 58-60) establece 
unas reglas mínimas del uso de la fuerza por parte de las 
Fuerzas Militares43, ya sea con base en el dIh o el dIdh44. Por 
una parte, las reglas mínimas del uso de la fuerza en el dIh 
comprenden: (i) distinguir en todo momento entre personas 
civiles y “combatientes”; (ii) distinguir en todo momento 
entre bienes de carácter civil y objetivos militares; (iii) atacar 
únicamente objetivos militares legítimos como: (a) bienes 
cuya naturaleza, ubicación, finalidad o utilización contribu-
yan eficazmente a la acción militar y su destrucción total o 
parcial, captura o neutralización ofrezca, en las circunstan-
cias del caso, una ventaja militar definida; (b) miembros de 
gaoml; y, (c) personas civiles que participen directamente 
en las hostilidades y mientras dure su participación45; y, (iv) 
usar la fuerza en caso de legítima defensa para repeler una 
agresión actual o inminente en contra de su vida, unidad 
o un tercero. y, por otra, las reglas mínimas del uso de la 
fuerza en el dIdh comprenden: (i) usar la fuerza para pre-
servar y restablecer el orden público; (ii) usar la fuerza de 
manera proporcional a la gravedad de la amenaza recibida; 
(iii) usar las armas de fuego únicamente cuando resulten 
insuficientes las medidas menos lesivas; (iv) cuando las 
circunstancias lo permitan, el miembro de las Fuerzas Mi-
litares deberá identificarse como tal y advertir de manera 
clara sobre su intención de emplear armas de fuego, salvo 
que en el caso concreto se ponga en peligro su vida o la de 
43 Sobre el tema, el Manual de Derecho operacional (2.ª ed.) establece: “Las 
reglas del uso de la fuerza son un conjunto de normas que establecen el tipo 
de fuerza a utilizar durante la ejecución de operaciones militares, dependiendo 
del contexto operacional en el cual se vaya a actuar. Existe la necesidad de 
contar con reglas claras sobre el uso de la fuerza, a través de las cuales, el 
mando militar emita órdenes concretas respecto al uso legítimo, gradual y 
proporcionado de la fuerza para el desarrollo de las operaciones militares” 
(Comando General de las Fuerzas Militares, 2015, p. 59).
44 En igual sentido, ver Centro de Doctrina del Ejército (2016, pp. 1-16).
45 El acto hostil específico deberá cumplir con el umbral de daño, la causalidad 
directa y el nexo beligerante.
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un tercero; y, (v) usar la fuerza en caso de legítima defensa 
para repeler una agresión actual e inminente en contra de 
su vida, unidad o un tercero46. En estos casos, los estados 
mayores y asesores jurídicos operacionales deben asesorar 
integralmente a los comandantes militares en la adopción 
de decisiones relacionadas con la planeación, ejecución y 
evaluación de las operaciones militares (p. ej., el asesor 
jurídico operacional debe incluir una matriz de viabilidad 
jurídica como anexo a la orden de operaciones). Por último, 
el Manual de Derecho operacional (Comando General de 
las Fuerzas Militares, 2015, p. 60) establece que cada una de 
las fuerzas deberá establecer sus propias reglas del uso de la 
fuerza (ya sea con base en el dIh o el dIdh)47, de conformidad 
46 Al respecto, el artículo 9, sobre los principios básicos sobre el empleo de 
la fuerza y de armas de fuego, dispone: “Los funcionarios encargados de 
hacer cumplir la ley no emplearán armas de fuego contra las personas 
salvo en defensa propia o de otras personas, en caso de peligro inminente 
de muerte o lesiones graves, o con el propósito de evitar la comisión de un 
delito particularmente grave que entrañe una seria amenaza para la vida, o 
con el objeto de detener a una persona que represente ese peligro y oponga 
resistencia a su autoridad, o para impedir su fuga, y sólo en caso de que 
resulten insuficientes medidas menos extremas para lograr dichos objetivos. 
En cualquier caso, sólo se podrá hacer uso intencional de armas letales cuando 
sea estrictamente inevitable para proteger una vida” (Principios Básicos sobre 
el empleo de la fuerza y de armas de fuego por los funcionarios encargados 
de hacer cumplir la ley. Adoptados por el octavo Congreso de las Naciones 
Unidas sobre Prevención del Delito y tratamiento del Delincuente, celebrado 
en La Habana, Cuba, del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990). 
47 Al respecto, el Manual de Derecho operacional (2.ª ed.) señala: “Con base 
en las reglas descritas anteriormente y teniendo en cuenta que se trata 
de estándares mínimos para el uso de la fuerza, cada una de las Fuerzas, 
conforme a sus roles, funciones y doctrina, debe desarrollar, en un nivel 
operacional y táctico, sus propias reglas del uso de la fuerza, las cuales deberán 
contener los mínimos anteriormente mencionados, además de los estándares 
internacionales del dIh y del dIdh vinculantes para el Estado colombiano, 
relativos al uso de la fuerza y el uso de las armas de fuego. Cada Fuerza 
deberá establecer el procedimiento idóneo para la autorización del uso de la 
fuerza y el escalonamiento de esta. teniendo en cuenta que las reglas del uso 
de la fuerza deben contar con flexibilidad y deben adaptarse a los niveles de 
mando y control operacional, así como el ambiente operacional” (Comando 
General de las Fuerzas Militares, 2015, p. 60).
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con sus funciones y doctrina aplicable a las operaciones 
militares respectivamente (en concreto, Ejército Nacional, 
Fuerza Aérea y Armada Nacional). 
2.2. Grupos armados organizados (gao)  
y grupos delictivos organizados (gdo)
El Ministerio de Defensa Nacional expidió la Directiva 
Permanente 15 del 22 de febrero de 2016, en la cual se esta-
blecen los elementos para caracterizar y combatir a los gao48. 
Esta directiva establece que algunos grupos denominados 
anteriormente como Bacrim49 actualmente cumplen con 
48 La Directiva Permanente 15 del 22 de febrero de 2016 derogó expresamente 
la Directiva Permanente 14 del 27 de mayo de 2011 mediante la cual se 
implementaba la Estrategia Nacional de Lucha contra las Bandas Criminales 
(Bacrim), de conformidad con las directrices emitidas por el Consejo de 
Seguridad Nacional el 7 de febrero de 2011. Sobre el tema, el Ministerio 
de Defensa Nacional señala: “La Directiva Permanente 0015 de 2016 fija 
lineamientos del Ministerio de Defensa Nacional para enfrentar a los Grupos 
Armados organizados (gao) y establece un procedimiento exhaustivo 
de caracterización de estos. En la Directiva se combinan las capacidades 
de inteligencia de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional. Dicha 
caracterización trae como resultado un trabajo riguroso de inteligencia que 
permitirá determinar qué estructuras cumplen con las características propias 
y objetivas de un Grupo Armado organizado y en consecuencia definir 
estrategias para su enfrentamiento. Los gao se definen como grupos que, bajo 
la dirección de un mando responsable, ejercen sobre una parte del territorio 
un control tal que les permita realizar operaciones militares sostenidas y 
concertadas. De esta manera, las anteriormente denominadas Bacrim pasan a 
conocerse como Grupos Delictivos organizados (gdo), que es la denominación 
que se debe emplear ante este tipo de grupos, ya que se cuenta con respaldo 
jurídico internacional para reconocer estas estructuras y permite diferenciarlos 
de los gao. Así, los gdo se definen como grupos estructurados de tres o más 
personas que existen durante cierto tiempo y que actúan concertadamente 
con el propósito de cometer uno o más delitos graves con miras a obtener, 
directa o indirectamente, un beneficio económico o material” (Ministerio de 
Defensa Nacional, 2016a, p. 43). 
49 En el marco de la Política de Consolidación de la Seguridad Democrática 
(2006-2010), el Gobierno Nacional, mediante el Decreto 2374 del 1 de julio de 
2010, creó la Comisión Interinstitucional contra las Bandas y Redes Criminales, 
por el plazo de un año prorrogable previo concepto favorable del Consejo 
Superior de Política Criminal y Penitenciaria. La Comisión Interinstitucional 
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tiene como función principal orientar y coordinar esfuerzos para la captura 
y judicialización de los miembros de las bandas y redes criminales (p. ej., 
creación de esquemas móviles interinstitucionales con competencia en todo el 
territorio nacional). En consecuencia, la Fuerza Pública desde el año 2006 había 
identificado las siguientes bandas criminales: (i) Los Rastrojos, (ii) Los Paisas, 
(iii) Urabá (o Urabeños), (iv) Ejército Revolucionario Popular Antiterrorista 
Colombiano (erpac), (v) Renacer y (vi) Los Machos. Las bandas criminales 
(Bacrim) son organizaciones de carácter multidelictivo, independientes entre 
sí y carentes de cualquier tipo de ideología. Las estructuras de las Bacrim 
se ubican en su mayoría en zonas rurales relacionadas con la cadena del 
narcotráfico y otras modalidades delictivas, poseen armas de largo alcance 
y se encuentran bajo la dirección de un mando. Sin embargo, en algunos 
casos las Bacrim han realizado alianzas con las farc-ep, el elN y los grupos 
de delincuencia común (en concreto, los denominados “combos” y “oficinas 
de cobro”). En este caso, las redes criminales portan armas de corto alcance 
y apoyan el accionar delictivo de las Bacrim (p. ej., actividades criminales 
como el tráfico de estupefacientes, armas, municiones y explosivos). Por 
último, las bandas y redes criminales deberán ser enfrentadas por la Policía 
Nacional con base en el dIdh. Sin embargo, la Policía Nacional podrá solicitar 
asistencia de las Fuerzas Militares contra las Bacrim cuando su nivel de 
violencia y organización lo justifique (p. ej., cuando una Bacrim realiza actos 
de violencia e intimidación contra una población civil). Con posterioridad, 
el Ministerio de Defensa Nacional, mediante la Directiva Permanente 14 del 
27 de mayo de 2011, estableció la Estrategia Nacional de Lucha contra las 
Bandas Criminales (Bacrim), conforme a las directrices emitidas por el Consejo 
de Seguridad Nacional el 7 de febrero de 2011. El Consejo de Seguridad 
Nacional determinó que las Bacrim son grupos de crimen organizado, los 
cuales deberán ser enfrentados por la Policía Nacional y las Fuerzas Militares 
con fundamento en el dIdh (en este último caso, las Fuerzas Militares deberán 
planear y ejecutar operaciones de mantenimiento de la seguridad contra las 
Bacrim, conforme a las reglas del uso de la fuerza contenidas en la tarjeta 
azul del Manual de Derecho operacional ffmm 3-41 Público). En efecto, la 
Estrategia Nacional de Lucha contra las Bandas Criminales comprende las 
siguientes instancias de coordinación a nivel nacional y regional: (i) Centro 
Integrado de Inteligencia contra las Bandas Criminales (C12 Bacrim), el 
cual analiza y evalúa la información sobre la estructura, los cabecillas, el 
accionar delictivo, el armamento, los corredores de movilidad y las zonas 
de influencia de los grupos de crimen organizado, bajo la supervisión del 
Ministro de Defensa Nacional y de la junta de Inteligencia Conjunta (jIc); y, 
(ii) Instancias de Coordinación operativa y operacional (Icoo) en las zonas 
críticas con presencia de las Bacrim, las cuales son delimitadas en el Acuerdo 
de Comandantes conforme a la información suministrada por el C12 Bacrim 
y a las prioridades establecidas por el Consejo de Seguridad Nacional. Por 
consiguiente, las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, en el marco del dIdh, 
deberán planear y ejecutar operaciones conjuntas y coordinadas en las zonas 
críticas con presencia de las Bacrim. En estos casos, las Fuerzas Militares y la 
241
los requisitos objetivos del dIh (intensidad del conflicto y 
organización de las partes) para ser considerados como 
gao50. Los gao se encuentran bajo la dirección de un mando 
responsable y controlan una parte del territorio, lo cual les 
permite realizar operaciones militares sostenidas y concerta-
das (en concreto, la definición reitera los criterios materiales 
establecidos en el artículo 1.1 del Protocolo II Adicional de 
1977, el cual hace parte del bloque de constitucionalidad)51. 
En este sentido, la directiva en cita establece algunos ele-
mentos concurrentes para determinar la existencia de un 
gao, de conformidad con el dIh. Los elementos concurrentes 
son: (i) organización bajo un mando responsable que logra 
un cierto control territorial y tiene capacidad de realizar 
operaciones militares sostenidas y concertadas; (ii) violencia 
armada contra miembros de la Fuerza Pública, la población 
civil (comprende a las personas civiles), bienes de carácter 
civil e integrantes de otros grupos armados organizados; y 
(iii) violencia armada con un nivel mínimo de intensidad 
que supera las situaciones de disturbios y tensiones internas 
(p. ej., motines, actos de bandidaje y actos aislados y espo-
rádicos de violencia). En consecuencia, las Fuerzas Militares 
deberán combatir a los grupos armados organizados con 
base en las normas y principios del dIh aplicables durante 
una situación de conflicto armado no internacional52 (en 
Policía Nacional deberán apoyarse en la Policía judicial y la Fiscalía General 
de la Nación para la judicialización de los miembros de las Bacrim.
50 Sobre el punto, el Ministerio de Defensa Nacional manifiesta: “En efecto, se ha 
evidenciado que grupos anteriormente denominados como Bandas Criminales 
(Bacrim), en algunos casos, han alcanzado un nivel de hostilidades y de 
organización de la estructura armada que cumplen con las características de 
los gao y amerita por ello un nuevo estudio y replanteamiento de la política y 
estrategia ministerial para enfrentar dichas amenazas” (Ministerio de Defensa 
Nacional, 2016, num. 3). 
51 Sobre el punto, véase Corte Constitucional (1995; 2007). 
52 El Clan Úsuga, ahora llamado Clan del Golfo, Los Pelusos (antiguo epl) y 
Los Puntilleros (Bloques Meta y vichada) son considerados grupos armados 
organizados (gao) con fundamento en la Directiva Permanente 15 de 2016.
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concreto, los principios de distinción, precaución, propor-
cionalidad, limitación, necesidad militar y humanidad)53. 
Por último, la directiva, con base en el artículo 3 común a 
los cuatro Convenios de Ginebra de 1949, reitera que la apli-
cación de las normas y principios del dIh en el marco de un 
conflicto armado no internacional “no surtirá efectos sobre 
el estatuto jurídico de las Partes en conflicto” (en particular, 
los gao carecen de ideología y, por ende, no se les reconoce 
carácter político y jurídico alguno)54.
Por otra parte, la directiva en estudio incorpora la defi-
nición de grupo delictivo organizado (gdo) del literal a del 
artículo 2 de la Convención de las Naciones Unidas contra 
la Delincuencia organizada transnacional (en adelante, 
la Convención de Palermo), la cual fue aprobada por el 
53 Al respecto, la Directiva Permanente 15 de 2016 dispone: “Las hostilidades 
deben alcanzar un nivel de intensidad, de manera tal que el Gobierno tiene 
que recurrir a la fuerza militar contra los grupos armados, en lugar de 
recurrir únicamente a las fuerzas de policía (…) Los gao que participan en 
las hostilidades serán consideradas como una amenaza en el marco del dIh 
toda vez que disponen de una estructura armada organizada y generan un 
nivel de violencia armada que supera las tensiones y disturbios normales 
conforme al numeral vII de la presente directiva” (num. vII). 
54 Pictet, respecto de la ausencia de efectos sobre el estatuto jurídico de las 
partes en conflicto, expresa: “El objetivo del Convenio es exclusivamente 
humanitario; que no afecta en nada a los asuntos internos del Estado; que 
sólo garantiza el respeto del mínimo de normas humanitarias que todos los 
pueblos civilizados consideran como válidas en todas partes y en todas las 
circunstancias, por estar por encima y fuera incluso de la guerra. Así pues, 
el hecho de aplicar el artículo 3 no constituye en sí mismo, por parte de un 
Gobierno Legal, ningún reconocimiento de poder alguno a la parte adversa; 
no limita de ningún modo su derecho –que le confiere su propia ley– a 
reprimir una rebelión por todos los medios, incluido el uso de las armas; no 
afecta en nada a su derecho a perseguir judicialmente, juzgar y condenar a 
sus adversarios por sus crímenes, de conformidad con la propia ley. De igual 
manera, para el bando adverso, sea cual fuere, así como la calificación que él 
se dé o que pretenda, el hecho de aplicar este artículo no les confiere ningún 
derecho a una protección especial, ni ninguna inmunidad. El artículo 3 –como 
todo el Convenio, por lo demás– sólo tiene por objeto el individuo y el trato 
físico debido a su condición de ser humano, independientemente de las otras 
calidades de la que está revestido, pero carece de efecto sobre el trato jurídico 
o político que pueda acarrearle su comportamiento” (pIctet, 1998).
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Congreso mediante la Ley 800 del 13 de marzo de 2003[55] 
(Congreso de la República, 2003). El literal a del artículo 
2 de la Convención de Palermo dispone que por grupo 
delictivo organizado “se entenderá un grupo estructurado 
de tres o más personas que exista durante cierto tiempo y 
que actúe concertadamente con el propósito de cometer 
uno o más delitos graves o delitos tipificados con arreglo 
a la presente Convención con miras a obtener, directa o 
indirectamente, un beneficio económico u otro beneficio 
de orden material”. Por consiguiente, la Policía Nacional 
en el marco del dIdh es la encargada de combatir a los gdo, 
cuyo objetivo sea ejecutar delitos graves o trasnacionales 
de conformidad con la Convención de Palermo y el dere-
cho penal interno (p. ej., blanqueo del producto del delito, 
blanqueo de dinero, corrupción, obstrucción de la justicia 
y trata de personas). Sin embargo, la Policía Nacional, en 
una situación que desborde su capacidad operativa, podrá 
solicitar asistencia a las Fuerzas Militares para combatir a 
los gdo56, de conformidad con el dIdh57. Asimismo, el Presi-
dente de la República, con base en el artículo 170 de la Ley 
1801 del 29 de julio de 2016 (Código Nacional de Policía 
y Convivencia), podrá ordenar de manera excepcional y 
temporal la asistencia de las Fuerzas Militares a la Policía 
Nacional en los siguientes casos: (i) grave alteración de la 
55 La Ley 800 del 13 de marzo de 2003 también aprueba el Protocolo para 
Prevenir, Reprimir y Sancionar la trata de Personas, especialmente Mujeres 
y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la 
Delincuencia organizada transnacional, adoptados por la Asamblea General 
de las Naciones Unidas el 15 de noviembre de 2000.
56 El artículo 79 del Decreto 1512 del 11 de agosto de 2000 establece: “Asistencia 
Militar. Es la atención al requerimiento del Gobernador, del Alcalde y/o del 
Comandante de Policía, a la autoridad militar más cercana, cuando la Policía 
Nacional no esté por sí sola en capacidad de contener grave desorden o 
enfrentar una catástrofe o calamidad pública”.
57 Directiva Permanente 16 del 7 de mayo de 2016 del (Ministerio de Defensa 
Nacional, 2016e, p. 7).
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seguridad y convivencia, (ii) riesgo o peligro inminente y 
(iii) emergencia o calamidad pública58. 
Además, la directiva establece que los miembros perma-
nentes del Acuerdo de Comandantes del Sector Defensa, con 
base en la información de inteligencia suministrada por la 
junta de Inteligencia Conjunta (jIc)59 y el Centro Integrado 
de Inteligencia (CI2-gdo/gao)60, analizan y deciden: (i) si 
58 Artículo 170 de la Ley 1801 del 29 de julio de 2016, por la cual se expide el 
Código Nacional de Policía y Convivencia. Asimismo, los gobernadores y 
los alcaldes (distritales o municipales) pueden solicitar al Presidente de la 
República la asistencia de las Fuerzas Militares a la Policía Nacional en los 
mencionados casos.
59 Sobre el punto, véanse los artículos 12 y 13 de la Ley estatutaria 1621 del 17 
de abril de 2013, “Por medio de la cual se expiden normas para fortalecer el 
Marco jurídico que permite a los organismos que llevan a cabo actividades 
de inteligencia y contrainteligencia cumplir con su misión constitucional y 
legal, y se dictan otras disposiciones” (reglamentada por el Decreto 857 del 
2 de mayo de 2014). 
60 Al respecto, la Directiva Permanente 15 de 2016 establece: “El Centro 
Integrado de Inteligencia contra los grupos delictivos organizados y grupos 
armados organizados (CI2-gdo/gao) tendrá como función integrar y evaluar 
la información que se relaciona con el accionar de los grupos delictivos 
organizados y grupos armados organizados. Esto incluirá, la identificación 
de estructuras, su conformación, actividades ilícitas y zonas con su presencia, 
así como su nivel de hostilidades y de organización. En este sentido, se 
encargara de aportar información que sirva para orientar las actividades 
operacionales y operativas, y apoyar las investigaciones judiciales en contra 
de estas estructuras. Este CI2-gdo/gao será la instancia técnica para efectos 
de la caracterización de los grupos delictivos organizados y grupos armados 
organizados. En este sentido, entre sus funciones principales está identificar 
si existen grupos delictivos organizados que cumplan con los criterios de 
nivel de hostilidades y nivel de estructura que permita calificarlos como 
grupos armados organizados y de esta manera informar y recomendar a 
las instancias superiores sobre la materia” (num. 2). Asimismo, la Directiva 
Permanente 16 de 2016 dispone: “El Centro Integrado de Inteligencia contra 
los Grupos Delictivos organizados y Grupos Armados organizados (CI2-
gdo/gao) tendrá como objeto recibir, integrar y evaluar la información que 
se relaciona con el accionar de los grupos delictivos organizados que de 
acuerdo con información entregada por la Policía Nacional y organismos de 
inteligencia de todo el territorio nacional, puedan cumplir con los criterios 
objetivos para ser considerados como gao. Este CI2-gdo/gao será la instancia 
técnica para determinar la caracterización de estos grupos” (Ministerio de 
Defensa Nacional, 2016d, p. 2).
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un gdo cumple o no con los elementos objetivos para ser 
caracterizado como un gao; y, (ii) si un gao ha dejado o no 
de cumplir con esos elementos para ser caracterizado como 
un gdo. En consecuencia, las decisiones del Acuerdo de Co-
mandantes del Sector Defensa sobre los gao que cumplen 
con los requisitos objetivos del dIh (intensidad del conflicto 
y organización de las partes) deberán ser ratificadas por 
el Consejo de Seguridad Nacional61, el cual es el máximo 
órgano asesor del Presidente de la República en materia de 
seguridad y defensa nacional62. 
Con posterioridad, el Ministerio de Defensa Nacional 
expidió la Directiva Permanente 16 del 7 de mayo de 2016 
(Ministerio de Defensa Nacional, 2016) en la cual se esta-
blece con mayor precisión las funciones de los organismos 
encargados de caracterizar y enfrentar a los grupos arma-
dos organizados. De esta manera, el Centro Integrado de 
Inteligencia (CI2-gdo/gao) tiene como función principal 
recibir, integrar y evaluar la información de inteligencia 
y contrainteligencia relacionada con el accionar criminal 
de los grupos delictivos organizados que cumplan con los 
criterios objetivos (intensidad del conflicto y organización 
de las partes) para ser caracterizados como grupos armados 
organizados. Los informes de caracterización (inteligencia 
y contrainteligencia) de un gdo como un gao comprenden, 
entre otros, los siguientes elementos: estructuras, actividades 
ilícitas, zonas de influencia, nivel de hostilidades y orga-
61 Al respecto, el numeral 3 de la Directiva Permanente 16 de 2016 establece: 
“De conformidad con lo establecido en la Directiva Permanente 0015 de 
2016, el acuerdo de comandantes tendrá entre otras la función de valorar la 
información presentada por la jIc, con base en los informes del CI2-gdo/gao, y 
será la instancia que determinará si se somete a consideración del Consejo de 
Seguridad Nacional el inventario y las líneas bases de los grupos que cumplen 
con los criterios objetivos del dIh para ser denominado gao” (Ministerio de 
Defensa Nacional, 2016e, p. 5). 
62 Sobre el tema, véase Decreto 4748 del 23 de diciembre de 2010, “Por el cual 
se modifica el Decreto 2134 de 1992”.
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nización. Los informes de inteligencia y contrainteligencia 
deberán ser valorados de manera conjunta y coordinada 
por el Centro Integrado de Inteligencia (CI2-gdo/gao) y la 
junta de Inteligencia Conjunta (jIc), para luego enviar la in-
formación necesaria al Acuerdo de Comandantes del Sector 
Defensa que permita la caracterización de un gdo como un 
gao. El Acuerdo de Comandantes del Sector Defensa, con 
base en la información suministrada por la junta de Inteli-
gencia Conjunta (jIc) y el Centro Integrado de Inteligencia 
(CI2-gdo/gao), deberá determinar si somete o no a consi-
deración del Consejo de Seguridad Nacional el inventario 
y las líneas base de los grupos delictivos organizados que 
cumplen con los elementos objetivos para ser denominados 
grupos armados organizados. En consecuencia, cuando 
el Consejo de Seguridad Nacional considere que un gdo 
cumple con los elementos objetivos para ser considerado 
un gao, el Ministro de Defensa Nacional comunicará dicha 
decisión al Comandante General de las Fuerzas Militares y 
al Director General de la Policía Nacional. 
Por último, las Fuerzas Militares y la Policía Nacional 
deberán actuar de manera conjunta y coordinada contra los 
grupos armados organizados. En este sentido, la Directiva 
Permanente 16 de 2016 establece la creación de los puestos 
de mando unificado (pmu) (a nivel central, regional, depar-
tamental y local)63, los cuales estarán conformados por los 
comandantes de división y su equivalente en la Armada 
Nacional, la Fuerza Aérea y la Policía Nacional. Los pmu 
tienen, entre sus funciones, planear y realizar operaciones 
63 Al respecto, la Directiva Permanente 16 de 2016 señala: “Los pmu se replicarán 
a nivel departamental y local con el fin de asegurar una permanente 
coordinación entre autoridades civiles, militares y policiales en los diferentes 
ámbitos territoriales, caso en el cual estarán conformados por los comandantes, 
hasta nivel de unidad táctica o su equivalente en la Policía Nacional, 
con jurisdicción en la zona, de acuerdo a las necesidades operacionales” 
(Ministerio de Defensa Nacional, 2016e, pp. 5-6).
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conjuntas y coordinadas entre las Fuerzas Militares y la 
Policía Nacional contra los grupos armados organizados, 
en las zonas críticas previamente establecidas por el Centro 
Integrado de Inteligencia (CI2-gdo/gao). De esta manera, 
las operaciones conjuntas y coordinadas entre las Fuerzas 
Militares y la Policía Nacional contra los grupos armados 
organizados se planearán y ejecutarán de conformidad con 
las normas y principios del dIh (en particular, Manual de 
Derecho operacional 2015 y Directiva Ministerial 21 de 12 
de mayo de 2015)64. 
coNcluSIoNeS
Primera. Las Fuerzas Militares, en el marco del posacuerdo 
entre el Gobierno Nacional y las farc-ep, continuarán reali-
zando operaciones de combate contra los grupos armados 
64 La Directiva Permanente 21 de 2015 del Ministerio de Defensa Nacional 
derogó de manera expresa: (i) las directivas 17, 22 y 32 de 2009 del Ministerio 
de Defensa Nacional en relación con las reglas de enfrentamiento para 
el combate terrestre (tarjeta roja) y las reglas del uso de la fuerza para la 
conducción de operaciones de mantenimiento de la seguridad (tarjeta azul); 
(ii) la Directiva 44 de 2010 del Comando General de las Fuerzas Militares 
sobre la implementación de la estrategia de difusión del Manual de Derecho 
operacional ff.mm. 3-41 (Comando General de las Fuerzas Militares, 2009); y 
(iii) las expresiones “tarjeta azul” y “tarjeta roja” contenidas en la Directiva 
Permanente 14 de 2011 del Ministerio de Defensa Nacional respecto a 
la Estrategia Nacional de Lucha contra las Bandas Criminales (Bacrim). 
Asimismo, las reglas mínimas del uso de la fuerza con base en el dIh son 
las siguientes: (i) distinguir en todo momento entre personas civiles y 
“combatientes”; (ii) distinguir en todo momento entre bienes de carácter civil 
y objetivos militares; (iii) atacar únicamente objetivos militares legítimos; 
y, (iv) usar la fuerza en caso de legítima defensa para repeler una agresión 
actual o inminente en contra de su vida, unidad o un tercero (Ministerio de 
Defensa Nacional, Directiva Permanente 21 del 12 de mayo de 2015, pp. 3-4). 
En igual sentido, ver Comando General de las Fuerzas Militares (2015, pp. 
59-60); Centro de Doctrina del Ejército (2016e, pp. 2-9).
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organizados65, tales como el elN66, el Clan del Golfo, Los 
Puntilleros, Los Pelusos y el Frente Primero67 (grupo armado 
disidente de las farc-ep con influencia en los departamen-
tos de Guaviare, vaupés y Guainía), de conformidad con 
las normas y principios del dIh (en concreto, principios de 
distinción, proporcionalidad, precaución, necesidad militar, 
limitación y humanidad)68. Por otra parte, la identificación 
65 El general juan Pablo Rodríguez Barragán, Comandante General de las 
Fuerzas Militares, respondió a un cuestionario enviado por el portal verdad 
Abierta: “En la actualidad los organismos de inteligencia conocen sobre la 
existencia de tres Grupos Armados organizados, así: A. El Eln: organización 
armada que posee injerencia en algunas áreas de los departamentos de 
Arauca, Norte de Santander, Sur de Bolívar, Noreste Antioqueño, Chocó, 
Cauca y Nariño. Recientemente se ha conocido de presencia de este grupo 
armado en el departamento del vichada, mediante la realización de acciones 
terroristas y trabajo político en las comunidades indígenas. B. Los Grupos 
Armados Organizados (gao): Categoría dentro de la cual se caracterizan 
las siguientes organizaciones criminales: 1. ‘Clan del Golfo’: Con accionar 
delictivo en algunos sectores como Urabá (Antioquia, Córdoba y Chocó), 
Bajo Cauca, Sur de Bolívar y Llanos orientales. 2. ‘Puntilleros Bloque Meta’: 
Con accionar delictivo en el sector del Bajo Ariari en el departamento del 
Meta. 3. ‘Puntilleros Bloque Vichada’: Desarrolla acciones delictivas en algunos 
sectores del departamento de vichada. 4. ‘Pelusos’ (antiguo epl): Desarrolla 
acciones delictivas particularmente en la región del Catatumbo. 3. Amenaza 
Persistente (disidencias de las farc): están conformados por los frentes Primero, 
Séptimo, 16, 62, Acacio Medina, Columna Móvil Daniel Aldana y Columna 
Móvil teófilo Forero Castro, con aproximadamente 350 integrantes que 
corresponden al 5% del total de las farc” (Cuestionario del portal verdad 
Abierta al general juan Pablo Rodríguez Barragán, Comandante general de 




66 Con independencia del proceso de negociación que adelanta actualmente el 
Gobierno Nacional con el elN. 
67 En el marco de la implementación del Acuerdo de Paz con el Gobierno 
Nacional no es excluyente que algunos otros miembros de las farc-ep decidan 
no desmovilizarse, para realizar alianzas con organizaciones delincuenciales, 
y eventualmente transformarse en estructuras del crimen organizado 
(transnacional, nacional, regional y local), dedicadas a actividades criminales 
como el narcotráfico, la minería criminal, la extorsión, el terrorismo, el lavado 
de activos, el secuestro extorsivo, el contrabando o la explotación ilícita de 
recursos naturales. 
68 Al respecto, el Comité Internacional de la Cruz Roja (cIcr) ha manifestado: 
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de las milicias y redes de apoyo de las farc-ep (no desmovili-
zadas) y el elN como objetivos militares legítimos a la luz del 
dIh es compleja, ya que no se distinguen de la población civil 
(p. ej., cuando actúan como campesinos durante el día y en 
la noche realizan operaciones clandestinas)69. No obstante, 
cuando los miembros de las milicias y redes de apoyo de las 
farc-ep (no desmovilizados) y el elN realicen actos hostiles 
específicos, en el marco de la conducción de hostilidades 
y en nombre de una parte en conflicto70, y mientras dure 
su participación, podrán ser objeto de un ataque directo 
por parte de las Fuerzas Militares, conforme al dIh71 (p. ej., 
transmisión de información de inteligencia para la ejecu-
ción de una operación militar específica)72. Por último, las 
“El cese completo de las hostilidades entre las partes en el conflicto y la 
ausencia de riesgo real de reanudación (basada en una evaluación general de 
las circunstancias fácticas) son los indicadores más confiables y contundentes 
de finalización de un caNI. La práctica del cIcr al respecto ha sido esperar 
el cese completo de las hostilidades entre las partes en el conflicto antes de 
determinar, en función de las circunstancias fácticas, si existe riesgo real de 
reanudación de las hostilidades. Si no existe ese riesgo, es posible concluir 
que el caNI en cuestión ha finalizado. La prueba del riesgo de reanudación 
ayuda a asegurarse de que la identificación del fin de un caNI se sustenta 
no solo en el cese de hostilidades, que puede ser breve, sino también en la 
determinación de que las operaciones militares de naturaleza hostil también 
han terminado. De ese modo, es posible y razonable descartar la probabilidad 
de que se reanuden las hostilidades” (Comité Internacional de la Cruz Roja, 
2015a, p. 13).
69 Sobre el tema, Melzer (2010, p. 12) señala: “todos estos aspectos de la guerra 
contemporánea han creado confusión e incertidumbre respecto a la distinción 
entre objetivos militares y personas protegidas contra los ataques directos 
(…) Por consiguiente, hay más probabilidades de que las personas civiles 
sean víctimas de ataques erróneos o arbitrarios, al tiempo que los miembros 
de las fuerzas armadas, ante la imposibilidad de identificar correctamente 
al adversario, están más expuestos a ser atacados por personas que ellos no 
pueden distinguir de la población civil”.
70 En concreto, el acto hostil específico deberá cumplir con el umbral de daño, 
la causalidad directa y el nexo beligerante.
71 Sobre el tema, véase Centro de Doctrina del Ejército, 2016e, p. 6.
72 Por ejemplo, el juzgado Segundo Penal del Circuito Especializado de Bogotá, 
en sentencia del 18 de diciembre de 2015, estableció, con base en el análisis 
del acervo probatorio, que Marilú Ramírez Baquero, perteneciente al Frente 
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actividades políticas, económicas y logísticas que realizan 
los miembros de las milicias y redes de apoyo de las farc-ep 
(no desmovilizados) y el elN no pueden considerarse como 
una participación directa en las hostilidades para justificar 
un ataque directo con base en el dIh73 (p. ej., la persona civil 
que suministra víveres, agua y alojamiento a una parte en 
conflicto)74. En estos casos, los miembros de las milicias y 
redes de apoyo de las farc-ep (no desmovilizados) y el elN son 
considerados personas civiles que participan indirectamente 
en las hostilidades, las cuales no podrán ser objeto de un 
ataque directo por parte de las Fuerzas Militares (salvo en 
caso de legítima defensa para repeler una agresión actual 
o inminente en contra de su vida, unidad o un tercero)75. 
Segunda. La Directiva Permanente 15 de 2016 del Minis-
terio de Defensa Nacional eliminó el concepto de banda 
criminal (Bacrim), con el objeto de caracterizar y enfrentar 
a los grupos armados organizados, de conformidad con el 
dIh (p. ej., el Clan Úsuga, ahora llamado Clan del Golfo, 
Los Pelusos y Los Puntilleros). De esta manera, el régimen 
jurídico actual sobre el uso de la fuerza es el siguiente: (i) 
Antonio Nariño del Bloque oriental de las farc-ep, entregó información de 
inteligencia para la colocación y explosión de un carro bomba en la Escuela 
Superior de Guerra el 19 de octubre de 2006. En este caso, Ramírez Baquero 
fue condenada como coautora de terrorismo, tentativa de homicidio agravado 
de Hernán Rodríguez y lesiones personales agravadas de Armando Pintor (la 
acción penal por el delito de rebelión fue declarada prescrita). La sentencia 
condenatoria fue confirmada en su integridad por la Sala de Decisión Penal 
del Distrito judicial de Bogotá el 19 de julio de 2016. 
73 La participación directa en las hostilidades es un concepto jurídico limitado 
que debe ser interpretado conforme a las circunstancias del caso concreto y 
a las normas y principios del dIh.
74 El esfuerzo general de guerra y el apoyo para la guerra no hacen parte del 
concepto de participación directa en las hostilidades. 
75 Artículo 9 de los Principios Básicos sobre el empleo de la fuerza y de armas 
de fuego por los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley. Adoptados 
por el octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y 
tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana, Cuba, del 27 de agosto 
al 7 de septiembre de 1990. En igual sentido, ver Comando General de las 
Fuerzas Militares (2015, pp. 55-56). 
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los grupos armados organizados deben ser enfrentados por 
las Fuerzas Militares conforme a las normas y principios 
del dIh (aplicables en situaciones de conflicto armado no 
internacional); y, (ii) los grupos delictivos organizados de-
ben ser combatidos por la Policía Nacional con base en el 
dIdh (aplicable en todo momento). No obstante, la Policía 
Nacional, en una situación que desborde su capacidad ope-
rativa, podrá solicitar asistencia a las Fuerzas Militares para 
combatir a los grupos delictivos organizados76, conforme 
al dIdh. Asimismo, el Presidente de la República, en caso 
de grave alteración de la seguridad y convivencia, podrá 
ordenar de manera excepcional y temporal la asistencia de 
las Fuerzas Militares a la Policía Nacional77 (en este caso, las
Fuerzas Militares deberán actuar de conformidad con el 
dIdh). Sin embargo, a nuestro juicio, el régimen jurídico 
sobre el uso de la fuerza debe regularse mediante una ley 
(principios, condiciones, procedimientos y límites)78 y no en 
actos administrativos cambiantes79, con el objeto de brindar 
seguridad jurídica a los miembros de las Fuerzas Militares al 
momento de planear y ejecutar operaciones militares contra 
los grupos armados organizados y las personas civiles que 
participen directamente en las hostilidades y mientras dure 
76 Artículo 79 del Decreto 1512 del 11 de agosto de 2000.
77 Artículo 170 de la Ley 1801 del 29 de julio de 2016, por la cual se expide el 
Código Nacional de Policía y Convivencia.
78 Sobre el punto, el Ministerio de Defensa Nacional ha señalado: “Adicionalmente, 
es importante mencionar que se está trabajando en un proyecto de ley que 
busca la armonización del dIh y el derecho penal interno, con el fin de elevar a 
rango legal los principios aplicables para el uso de la fuerza y su armonización 
con los principios de investigación y juzgamiento de los miembros de la Fuerza 
Pública que se vean implicados en procesos judiciales como consecuencia 
de sus funciones. Dicha iniciativa de ley será presentada por el Ministerio 
de Defensa Nacional en la Legislatura 2016-2017” (Ministerio de Defensa 
Nacional, 2016a, p. 43). 
79 Por ejemplo, la Directiva Permanente 14 del 27 de mayo de 2011 del Ministerio 
de Defensa Nacional que estableció la Estrategia Nacional de Lucha contra 
las Bandas Criminales (Bacrim), conforme a las directrices emitidas por el 
Consejo de Seguridad Nacional el 7 de febrero de 2011.
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su participación80. La ley sobre el uso de la fuerza en rela-
ción con las personas y bienes protegidos por el dIh deberá 
incorporar, entre otros, los siguientes contenidos mínimos: 
(i) distinción entre personas civiles y miembros de grupos 
armados organizados; (ii) protección de las personas civiles 
contra los ataques directos, salvo si participan directamente 
en las hostilidades y mientras dure su participación (Comité 
Internacional de la Cruz Roja, 2016, p. 101); (iii) distinción 
entre bienes de carácter civil y objetivos militares; (iv) pro-
tección de los bienes de carácter civil contra los ataques 
directos, salvo si son objetivos militares y mientras lo sean; 
(v) prohibición de realizar ataques indiscriminados; (vi) 
prohibición de causar daños a personas y bienes civiles 
que sean excesivos frente a la ventaja militar concreta y 
directa prevista; (vii) adopción de las precauciones factibles 
para proteger a la población civil, a las personas civiles y 
80 Las Fuerzas Militares en el marco del conflicto armado interno deberán 
respetar las normas y principios del dIh en la planeación y ejecución de las ope-
raciones militares contra los miembros de los grupos armados organizados 
(gao) y las personas civiles que participen directamente en las hostilidades y
 mientras dure su participación. Sin embargo, no es excluyente que los 
miembros de las Fuerzas Militares en el contexto del conflicto armado interno 
puedan cometer crímenes de guerra (p. ej., asesinato de civiles, destrucción 
de bienes protegidos, perfidia, no dar cuartel, empleo de medios y métodos 
de combate ilícitos), los cuales deberán ser investigados y juzgados por los 
operadores judiciales a la luz de las normas y principios del dIh (en concreto, 
los principios de distinción, precaución, proporcionalidad, limitación, 
necesidad y humanidad). En este sentido, el artículo 1 del Acto Legislativo 01 
del 25 de junio de 2015 establece que las conductas punibles de los miembros 
de la Fuerza Pública en relación con un conflicto armado o un enfrentamiento 
que reúna las condiciones objetivas del dIh (intensidad de la violencia y 
organización de las partes) deberán ser investigadas y juzgadas conforme 
a las normas y principios del dIh por parte de los operadores jurídicos (ya 
sea ante la jurisdicción ordinaria o justicia penal militar). En consecuencia, 
las víctimas de las violaciones graves a los derechos humanos o al derecho 
internacional humanitario (o crímenes de guerra) ocurridas con ocasión del 
conflicto armado interno deberán ser reparadas integralmente (restitución, 
indemnización, rehabilitación, Satisfacción y garantías de no repetición), de 
conformidad con los lineamientos de la Ley 1448 del 10 de junio de 2011, 
llamada “Ley de víctimas y Restitución de tierras”.
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a los bienes de carácter civil al momento de realizar un 
ataque directo contra un objetivo militar legítimo; (viii) 
adopción de las precauciones posibles para proteger de 
los efectos de un ataque directo a la población civil, a las 
personas civiles y a los bienes de carácter civil que estén 
bajo su control; (ix) suspensión o anulación de un ataque 
directo cuando se advierta que el objetivo no es militar (p. 
ej., personal sanitario, religioso y de socorro humanitario); 
(x) suspensión o anulación de un ataque directo cuando se 
prevea que causará incidentalmente, a personas y bienes 
civiles, daños excesivos frente a la ventaja militar concreta 
y directa prevista; (xi) protección de las personas fuera de 
combate por cualquier causa contra los ataques directos 
(p. ej., una persona herida, enferma o naufragada); y, (xii) 
garantizar a las personas civiles y a las personas fuera de 
combate por cualquier causa un trato humano, sin distin-
ción alguna por motivos de raza, sexo, idioma, religión, 
posición económica, opinión política, filosófica o cualquier 
otro criterio análogo (Comité Internacional de la Cruz Roja, 
2016, p. 164). Por último, la ley sobre el uso de la fuerza en 
relación con los métodos y medios de guerra deberá incor-
porar, entre otros, los siguientes contenidos mínimos: (i) 
prohibición de no dar cuartel; (ii) prohibición de atacar a 
una persona cuando se reconozca que está fuera de combate 
por cualquier causa (p. ej., una persona herida, enferma o 
naufragada); (iii) prohibición de atacar, durante su descenso, 
a toda persona que se haya lanzado en paracaídas de una 
aeronave en peligro; (iv) prohibición de todo acto de pillaje; 
(v) prohibición de hacer padecer hambre a la población civil; 
(vi) prohibición de atacar, destruir, sustraer o inutilizar los 
bienes indispensables para la supervivencia humana; (vii) 
prohibición de hacer uso indebido de los emblemas esti-
pulados en los Convenios de Ginebra; (viii) prohibición de 
concertar un acuerdo para suspender los combates con la
intención de atacar por sorpresa al enemigo, confiado en el
mismo; (ix) prohibición de matar, herir o capturar a un 
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adversario valiéndose de medios pérfidos; (x) prohibición 
de emplear medios y métodos de guerra que causen males 
superfluos o sufrimientos innecesarios; (xi) prohibición de 
utilizar armas que tengan efectos indiscriminados; y, (xii) 
prohibición de emplear balas que se expanden o aplastan 
fácilmente en el cuerpo humano (Comité Internacional de 
la Cruz Roja, 2016, p. 192). 
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